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			Prólogo del editor

			Las pensiones militares incluyen elementos que no existen en las pensiones de seguridad social para civiles. Por ejemplo, dos condiciones exigidas al trabajador para acceder a una pensión militar son haber cumplido cierta antigüedad sustancial con ese empleador y haber cesado en el servicio activo. Otro elemento especial es que la pensión militar se inicia apenas ocurre la separación, a pesar de que el extrabajador tomará empleos civiles remunerados (privados o en la administración del Estado) por el lapso que falta hasta el inicio de la vejez, a los 65 años.

			Para formarse un juicio sobre estos y otros elementos, existen muchos antecedentes conceptuales y empíricos en la experiencia internacional. Al recurrir a ellos, el debate de política pública sobre las pensiones militares podrá ser más fructífero, porque estos antecedentes facilitarán los acuerdos, tanto en aquellos temas que parezcan merecer reformas como en aquellos donde pudieran no justificarse. Un debate fundado además permite a la ciudadanía confiar con mayor sustento en las políticas acordadas.

			Este libro se basa en el estudio “Pensiones de la Armada de Chile: su lógica, su nivel y pasivo del Estado”, que en 2020 fue encargado por la Armada de Chile al equipo de autores convocado por Salvador Valdés P. La realización de ese estudio fue posible gracias al liderazgo del Almirante (R) don Julio Leiva M., comandante en jefe de la Armada entre 2017 y 2021. En el apoyo recibido de la institución, la labor del Vicealmirante (R) don Ricardo Marcos V. y la del equipo de la Dirección General de Personal fueron fundamentales. Los autores son independientes, asumen la responsabilidad por los enfoques, análisis y resultados de este estudio y agradecen la autorización para publicarlos. Por otro lado, el apoyo recibido de Ediciones UC, sello editorial de la Pontificia Universidad Católica de Chile, permitió mejorar significativamente la redacción del texto, reordenar el material y complementarlo con evidencia adicional.

			Un primer aporte de este libro es presentar y explicar las “pensiones de empleador”, de las cuales las pensiones militares son un subconjunto. Estos beneficios son pagos que honran antiguos compromisos de remuneración, que el excolaborador fue ganando a lo largo de años y décadas, por medio de aceptar que su empleador difiriera el pago de parte del servicio laboral que iba prestando. Una remuneración diferida crea deudas con los excolaboradores, según las prácticas contables internacionales. 

			El libro ofrece una síntesis de la literatura acumulada en los países avanzados sobre pensiones de empleador. Ella revela notorias diferencias conceptuales, históricas y económicas con las pensiones de seguridad social, cuyo objetivo es otro: el bienestar del trabajador en la vejez. En cambio, las pensiones de empleador son parte de las estrategias de gestión de recursos humanos de aquellos empleadores que voluntariamente las crean y su fin es aumentar la productividad laboral, o en general, cumplir de mejor manera el objetivo institucional del empleador. Estas estrategias respetan la libertad de los trabajadores de no ingresar a esos empleos y, en caso de haberlos tomado, su opción de renunciar y pasar a colaborar con otros empleadores. 

			La prevalencia en el mundo militar de este instrumento de administración del personal es mucho mayor que en otras actividades. Esto puede atribuirse a que toda fuerza armada permanente requiere personal de características especiales en cuanto a capacitación y experiencia específica al empleador, cultivo de la disposición a exponer la vida y vigor físico. Algunas actividades civiles también usan intensivamente este instrumento.

			El capítulo 1 muestra el desarrollo de la pensión militar a lo largo de la historia. El análisis se concentra en la Edad Moderna, detallando la creación de pensiones militares en Francia desde 1673 y en los Estados Unidos de América desde 1861. También se documenta que la legislación chilena sobre pensiones militares se inicia en 1839. Se suma una revisión de la experiencia comparada con pensiones militares en la actualidad. Debido a la inexistencia de estadísticas globales, se reporta la estructura de las pensiones militares durante la última década en tres países referentes: Canadá, Francia y Corea del Sur. La conclusión principal es que los elementos especiales de las pensiones militares, mencionados al inicio, se repiten en todos estos países, al igual que en las pensiones de las Fuerzas Armadas chilenas. Estos elementos, por lo tanto, no son singulares al caso chileno, según su acepción de anormales, extraños e infrecuentes. Si bien en todos estos países se observan reformas recientes a las pensiones de seguridad social, ninguna ha uniformado las pensiones militares con las civiles, sino al contrario, han preservado sus elementos diferenciadores.

			El capítulo 2 amplía la mirada hacia las pensiones que empleadores civiles han establecido por voluntad unilateral o por negociación colectiva. Se muestra que al menos 230 millones de ocupados civiles en países avanzados acceden a pensiones de empleador, de diversos tipos. Luego se procede a explicar las distintas justificaciones que han tenido distintos empleadores civiles para crearlas, muchas de ellas orientadas a elevar la productividad. Una justificación, compartida con los empleadores militares, es la retención eficiente de los colaboradores capacitados, por medio de crear un incentivo económico a la permanencia. Se resume también la evidencia empírica reunida por la disciplina de la economía laboral, respecto a la eficacia de estos incentivos. También se presentan otros motivos para que un empleador civil instituya pensiones, donde los motivos tributarios han tenido un rol prominente, sin ser el único. Este capítulo cierra presentando los métodos actuariales estándar para cuantificar los incentivos económicos al trabajador creados por las pensiones de empleador y por otros mecanismos similares de remuneración diferida. La respuesta de los trabajadores a dichos estímulos económicos varía según las preferencias de aquellos colaboradores atraídos a empleos con remuneración diferida.

			Cuando dos carreras tienen distinto grado de diferimiento de remuneraciones, es incorrecto comparar sus pensiones por medio de contrastar “tasas de reemplazo”. Dicha tasa se define como el cociente entre la cuantía de los beneficios diferidos mensualizados (pensiones y otros) y el salario líquido mensual obtenido en la fase activa de la carrera o en la parte final de dicha fase. En efecto, para dos carreras con igual valor presente esperado de las compensaciones en toda la vida, pero distinto grado de diferimiento de remuneraciones, la tasa de reemplazo entregará siempre un valor mayor para la carrera cuya remuneración está diferida con mayor intensidad. Sin embargo, el bienestar material de un colaborador no depende de tasas o cocientes, sino de la cuantía absoluta de su compensación, sumando todos los períodos. El indicador “tasa de reemplazo” lleva en este caso a la errada creencia de que la carrera con mayor diferimiento recibirá pensiones de privilegio, lo cual es falso si las dos carreras tienen igual valor presente esperado de sus compensaciones. 

			El marco conceptual presentado también ayuda a evaluar si un sistema concreto de pensiones de empleador cumple el principio de que sus compensaciones sean “adecuadas”, o se ha desviado en una o más direcciones. Según la literatura internacional de economía laboral y la práctica de la gestión del personal, un cierto nivel de compensaciones es adecuado cuando es similar al que personas de similares competencias y habilidades obtienen en carreras alternativas, en valor presente esperado. Por ejemplo, las compensaciones que paga una fuerza armada de cierto país, ¿están en un nivel de privilegio, son insuficientes o son aproximadamente las que se esperarían de una aplicación correcta de ese principio? 

			El segundo aporte de este libro, que lo hace único y extraordinario, es acometer esa evaluación empírica para el caso de una fuerza específica, la Armada de Chile. Los resultados, contenidos en los capítulos 3 y 4 de este libro, se basan en el estudio ya mencionado. Aparte de información pública —por ejemplo, las remuneraciones por grado— accedimos a datos de rotación laboral por grado durante una década, y a otros más requeridos, todos limitados en el tiempo hasta 2019 o 2020. Este acceso permitió llevar a cabo este ejercicio con una profundidad inédita.

			Esta evaluación empírica también exigió información del mercado laboral civil chileno para personas con calificaciones y habilidades comparables a las del personal de la Armada. Estos antecedentes fueron extraídos de diez olas de encuestas Casen, específicamente las desarrolladas por el Estado chileno desde entre los años 1994 a 2017. Según estas encuestas, completar estudios de técnico de nivel medio (2 años) eleva la remuneración representativa en 86% por sobre la muestra de todo el empleo chileno civil. Por su parte, completar una carrera de ingeniería, en cualquier universidad del país, entrega una remuneración 366% superior (4,66 veces) a la representativa de todo el empleo civil. Las pensiones civiles, antes de subsidios no contributivos, presentan diferencias similares a éstas. Debido a que la calificación del personal de la Armada es homologable a estos dos oficios, no puede extrañar tampoco que las pensiones de la Armada presenten diferencias similares.

			Adelantando el resultado, el capítulo 3 encuentra que la suma de las compensaciones que paga la Armada de Chile, (salarios líquidos, pensiones y otros pagos diferidos), tiene un valor presente esperado similar al que esos trabajadores habrían obtenido de seguir una carrera civil. La remuneración inmediata que paga la Armada en los primeros 20 a 25 años de carrera es cerca de 20% inferior a la que pagan carreras civiles accesibles a ese personal, lo cual es compensado por pensiones con un mayor valor presente. El empleador Estado se beneficia de este esquema porque ayuda a retener a colaboradores que obtuvieron la capacitación específica necesaria y que tienen visión de largo plazo, ambos elementos que elevan la productividad en el cumplimiento de los fines institucionales. 

			El capítulo 4 responde otra pregunta: si un Estado que emplea una fuerza armada sustituyera su régimen laboral militar por el régimen que rige para los empleados públicos civiles de igual calificación, habilidad y dedicación, ¿disminuiría el costo total de remuneraciones y pensiones, sin sacrificar la capacidad disuasiva? Para el caso de la Armada de Chile se encuentra que el costo total para el empleador Estado aumentaría, tomando en cuenta los rangos de incertidumbre inevitables en este tipo de medición, si no se modificara el comportamiento del personal, en especial su permanencia y especialización. 

			Sin embargo, la evidencia para Chile es que la permanencia promedio del personal en la administración pública civil es la mitad del observado en la Armada. Este cambio de régimen laboral reduciría los incentivos a la permanencia en la Armada, lo que aumentaría las renuncias inoportunas desde el punto de vista del empleador Estado. En efecto, eso reduciría la utilización real de equipamiento militar cuyo manejo eficaz requiere lapsos de aprendizaje extensos. Duplicar la rotación laboral en la Armada aumentaría la probabilidad de que la ciudadanía reciba un servicio de defensa de calidad inferior a la calidad inicial.

			Todos los sistemas de pensiones pueden ser mejorados y el que rige para las Fuerzas Armadas chilenas no es una excepción. Una lectura atenta del texto y de los apéndices permite intuir múltiples direcciones de perfeccionamiento. Algunas ideas preliminares, no exploradas en profundidad en este libro, son: una optimización adicional con el fin de moderar las obligaciones de cumplir guardias y reducir las horas extraordinarias; previo al término de la carrera, una inversión sistemática en capacitación para el mercado laboral civil, donde el personal en retiro se desempeñará por 18 años en promedio; aplicar prácticas novedosas para retener personal de 5 a 10 años de antigüedad por medio de permitir al uniformado elegir asignaciones de especialidad y locación a cambio de extender voluntariamente su servicio; y la creación de líneas de capacitación y becas de estudio para cónyuges afectados por traslados, como hizo Estados Unidos. 

			Los autores optamos por desarrollar una sola propuesta en mayor profundidad en este libro, contenida en el capítulo 5. Esa propuesta es transparentar hacia el personal de las instituciones de la defensa nacional, la cuantía de los derechos a pensión que cada uno ha acumulado, con un reporte personalizado y actualizado de modo anual. Se suman propuestas de mayor transparencia sobre la cuantía a la fecha de la deuda agregada incurrida en el pasado con todo el personal de las Fuerzas Armadas, por concepto de remuneraciones pendientes de pago por servicios laborales ya prestados.




			Salvador Valdés Prieto

			Editor







			Capítulo 1

			Evidencia histórica y comparada sobre las pensiones militares 

			¿Cuán singular es el diseño de las pensiones de una cierta fuerza armada, según su acepción de anormal, extraño e infrecuente? La pregunta se justifica especialmente en Chile porque la reforma previsional de 1980, que modificó las políticas públicas de pensiones para trabajadores civiles, no incluyó a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (Capredena) ni a la Dirección de Previsión de Carabineros (Dipreca).

			Al estudiar el desarrollo histórico de este tipo de sistema de pensiones en los países que lideraron su creación en el periodo moderno —Francia (1673) y Estados Unidos (1855)—, un hallazgo revelador es que los esquemas de previsión particulares para las Fuerzas Armadas se desplegaron mucho antes de crearse las políticas públicas de jubilación para civiles, las que recién aparecieron en Alemania en 1889. La evidencia muestra que las primeras surgieron como “pensiones de empleador”, con un diseño alineado con los objetivos del empleador, el Estado, en este caso relacionados con la seguridad.

			La evidencia histórica deja en claro que los propósitos de las pensiones militares han sido diferentes de los fines que motivan las políticas públicas de pensiones de vejez de seguridad social para trabajadores civiles, pues exigen tiempos de permanencia como condición para devengar derechos a beneficios vitalicios y se inician de modo inmediato con la separación laboral, mucho antes de la vejez.

			Las Fuerzas Armadas chilenas han tenido pensiones de empleador por más de 180 años, específicamente desde 1839, cuando se reformó el sistema de pensiones militares del imperio español vigente hasta entonces. Este esquema previsional es también al menos 85 años más antiguo que las políticas públicas de jubilación para civiles, que recién se legislaron en el país en 1924. Este punto alinea la experiencia chilena con buena parte de las demás Fuerzas Armadas organizadas del mundo. Esto y los demás antecedentes expuestos en este capítulo permite concluir que el diseño actual de las pensiones de las instituciones de la defensa no es singular en la dimensión histórica.

			Regresando al presente, este capítulo también compara las pensiones militares chilenas con las de otros países. Debido a que no existen estadísticas públicas globales sobre este tipo de beneficios, se opta por describir con cierto detalle las pensiones militares de algunos países referentes, como son Canadá, Corea del Sur y Francia. Esta evidencia descarta también que el esquema vigente en Chile sea singular, pues los elementos centrales de su diseño se repiten en estos países.

			En los tres países cubiertos en más detalle existen hoy sistemas de pensiones separados para sus fuerzas de defensa, distintos de las pensiones de empleador para funcionarios público-civiles y distintos de las políticas públicas de pensiones para el empleo privado en general.

			Las frecuentes reformas a las pensiones de vejez para civiles en estos países (sea en la administración pública o en el empleo privado) también preservaron el diseño notoriamente distinto de sus pensiones militares. Así, el que la reforma previsional chilena de 1980 haya mantenido el diseño general de las pensiones de las Fuerzas Armadas, tampoco es singular en la experiencia internacional. 

			I. El origen de las pensiones militares

			El pago de pensiones tiene muy larga data en las Fuerzas Armadas del mundo. Ya en el siglo IV a.C., en Grecia estaba establecido que los hijos de quienes perecieran en defensa de su ciudad-estado serían auxiliados y educados por la ciudad.

			Está documentado que en el año 138 a.C., el Estado romano inició una política de entrega de tierras cultivables, cuyo arriendo dotaba de un ingreso periódico vitalicio al soldado beneficiado, generando una pensión arcaica —lo más cercano en aquella época a las modernas pensiones periódicas— cuando dicho soldado cumplía una permanencia mínima de 20 años en las legiones, aunque aún no hubiese llegado a la vejez. Esta pensión arcaica es el origen de muchas ciudades, incluyendo Valencia, en España, cuyo nombre da cuenta de cuáles fueron sus inicios.1 Poco después, en el año 100 a.C., en el primer ejército profesional romano, se fundaron asociaciones cuyo objetivo fue asegurar a sus miembros una renta al momento en que la edad no les permitía seguir cumpliendo funciones militares (Tobar, 2008).

			Posteriormente, las Fuerzas Armadas romanas fueron una de las primeras instituciones —de acuerdo con la información recabada— donde el empleador (el Estado) dio el paso fundamental para crear un sistema permanente de pensiones para militares que completaran un tiempo sustancial de servicio activo, sin haber llegado a la vejez. En efecto, en el año 13 a.C., el emperador Augusto creó formalmente una pensión militar, pagada en dinero, para quienes completaran 16 años en las legiones y 4 años en la reserva (20 años en total), que se pagaba desde el tesoro público (Levinson, 2018).

			La idea no fue olvidada. El arsenal de Venecia, la principal fábrica de armas del imperio veneciano (desde el año 1320 d.C, cuando creó el Arsenale Nuovo y desde el año 1473 al transformarlo en el Arsenale Novissimo) utilizó pensiones de empleador militar para atraer, retener y desvincular en forma programada personal calificado, lo que parece haber contribuido a su éxito.2 En Japón, el gobierno creó un sistema similar de pensiones militares en 1883.3

			1. Los orígenes de las pensiones militares en Francia

			El primer sistema de pensiones militares en Francia fue creado en 1673 por Jean-Baptiste Colbert, ministro del Rey Luis XIV, cuando ejercía la cartera de Marina. Este sistema entregaba pensiones vitalicias tempranas o inmediatas, es decir apenas dejaban el servicio activo, a los miembros de la Marina Real. El propósito declarado de este esquema de beneficios fue el de “reclutar y fidelizar a los mejores marinos” (CFR, 2016), sistema que fue extendido a las fuerzas militares terrestres a partir de 1831. (CFR, 2016).

			De igual forma, los fondos de pensiones para militares tienen una larga data en Francia. En 1768 se crearon sus primeras versiones, a través de la retención de una tasa de cotización que iba entre 1,25% y 2,5% para militares, miembros de la administración pública y para el clero (ILC, 2014). En dicho esquema también se consideraban pensiones de sobrevivencia: viudas y huérfanos recibían un 25% de lo que le habría correspondido al titular o causante.

			La evolución posterior de estas pensiones está vinculada a la consolidación de una carrera militar en Francia. Este proceso se inició con la revolución de 1789, cuando el servicio militar obligatorio y universal fue instaurado en 1793. Este sistema sería luego perfeccionado y usado intensamente por Napoleón para abastecer de soldados a sus campañas militares (Woloch y Popkin, 1998), con una duración de siete años.

			Según Grant (1845), a mediados del siglo XIX cerca de un 15% de los conscriptos permanecía en el ejército francés una vez cumplido el servicio militar. Este autor identifica la perspectiva de una “carrera con grados” como el principal atractivo para seguir en el ejército: “Quizás el incentivo más grande para los soldados para volver voluntariamente al ejército, después de los siete años de servicio, pueda encontrarse en la certeza de una promoción según una escala fija, […]. Sin entrar en detalles, puede ser suficiente mencionar que quien permanezca por cierto tiempo en el servicio, y se comporte adecuadamente, puede razonablemente aspirar a alcanzar la cumbre de la carrera militar.” (p. 108).

			En relación con las pensiones, Grant op cit señala también que tanto los años de servicio como las heridas en batalla daban derecho a una pensión militar. En tiempos de paz, ese derecho se lograba al completar 30 años de servicio mientras que, en época de guerra, bastaba con 15 años pues el tiempo de servicio se contabilizaba por el doble. Se estableció también que, el periodo servido en las colonias contaba por 50% más que los trabajados en la metrópoli. De este modo, la primera pensión militar vitalicia para quien ingresaba a los 18 años podía obtenerse a los 48 (si solo hubo tiempos de paz) o a edades menores en casos mixtos.

			A partir de 1850 surgen en Francia grandes empleadores privados que dan prioridad a la retención de personal altamente calificado y especializado, para lo cual implementan pensiones de empleador similares a las de la Armada francesa. Lo anterior ocurrió en grandes empresas mineras, de ferrocarriles, banca y metalurgia, cuya tecnología era específica al empleador particular, y donde una alta tasa de renuncia habría dejado grandes volúmenes de capital físico (activos productivos) en una situación de baja utilización.

			Con todo, el número de trabajadores civiles con pensiones de este tipo, que se denominan “de empleador”, incluyendo empleados públicos, sumaron solo el 5% del empleo total en Francia a principios del siglo XX (Feller 2005, da las citas originales).4

			Las políticas públicas de pensiones de vejez para civiles del sector privado son muy posteriores a las pensiones militares. Recién en 1905 Francia creó la primera pensión asistencial estatal para mayores de 70 años, la cual exigía demostrar pobreza y residencia.5

			Las pensiones “contributivas” de carácter nacional también fueron algo más posteriores. Recién en 1910 se crea la primera pensión contributiva de este tipo, con edades de pensión de 60 y 65 años (Retraites Ouvrières et Paysannes). Después de la Primera Guerra Mundial, la incorporación a Francia de Alsacia, región donde ya regía el sistema para civiles creado por Bismarck 30 años antes, en 1889, lleva a la nación gala a intentar aplicar un sistema similar al resto del país en 1928, aunque su éxito en cuanto a cobertura fue limitado (Feller, 2005).

			2. El caso de las Fuerzas Armadas de Estados Unidos

			Desde el punto de vista de la administración de personal, un problema que enfrentaban las Fuerzas Armadas de Estados Unidos, a mediados del siglo XIX, era la ausencia de esquemas que facilitaran la desvinculación de personal militar cuando llegaban a edades en las que ya no tenían el vigor físico que demandaban sus funciones. En esa época —y hasta 1947— las distintas ramas militares de ese país se regían por leyes independientes.6

			En 1855 el gobierno federal aprobó una ley que autorizó a la Armada a evaluar la capacidad de su personal para cumplir con las tareas a su cargo. Con ello, si se consideraba que un miembro de su personal ya no era capaz, este pasaba a una “lista de reserva” y dejaba el servicio activo, recibiendo un pago mensual inmediato de un 75% del salario del personal activo. Sin embargo, si se determinaba que la incapacidad para cumplir sus funciones ocurría por responsabilidad del trabajador, era desvinculado del servicio sin pago. Conviene advertir que en esos años esta institución no tenía una planta con vacantes limitadas por antigüedad.

			La primera ley que reguló la renuncia voluntaria con beneficios de pensión se decretó en 1861, al iniciarse la Guerra de Secesión. Según esta ley, solo el presidente de la Nación podía autorizar el retiro voluntario con beneficios del personal de la Armada y del Ejército, caso a caso, y solo si habían cumplido 40 años de servicio o antigüedad. El mismo año se dio a la Armada la posibilidad (no la obligación) de exigir el retiro a quien cumpliera 45 años de servicio o la edad de 62 años. Estas reglas se extendieron al Ejército al año siguiente. En 1870, en tanto, se redujo a 30 el número mínimo de años de servicio exigibles para tener pensión vía renuncia voluntaria, pero aún sujeta a una autorización caso a caso por el presidente.

			Respecto a la cuantía de los beneficios de pensión inmediata, la fórmula que la establecía fue sufriendo variaciones hasta converger, en 1870 para el Ejército y 1873 para la Marina, a un 75% del salario ganado como personal activo en los años cercanos a la separación.

			Una edad de retiro obligatoria (64 años) fue establecida por primera vez en 1882, tanto en la Armada como en el Ejército. También se concedió al propio servidor el derecho absoluto a renunciar con pensión inmediata al cumplir 40 años de servicio, en todas las ramas de la defensa. Luego, en 1908, este requisito fue disminuido en la Armada a 30 años de servicio.

			Las reglas descritas de edad o años de servicio no hacían diferencia respecto al grado que hubiese alcanzado el servidor. Esto cambia en 1899 en la Armada, cuando se adopta el primer esquema de manejo de planta con vacantes limitadas por antigüedad. Según este esquema, un marino podía retirarse voluntariamente en cualquier momento de su carrera, de manera independiente de los años trabajados y sin perder beneficios, una vez sobrepasada una permanencia mínima. Si las salidas del personal debido a muerte, invalidez, retiro por años de servicio o edad no generaban el número de vacantes necesario, la Armada iba concediendo los retiros solicitados voluntariamente por orden de antigüedad. Si aun así no se generaban las vacantes deseadas, se procedía a aplicar un llamado a retiro obligatorio.

			En 1916, el concepto detrás del sistema descrito se estableció de manera obligatoria. En la actualidad se le conoce como “up or out” (ascenso o salida) y se caracteriza porque aquel servidor que no asciende en la carrera después de cierto plazo debe abandonar la institución. Su aplicación obligatoria implicó que podía haber retiros con pensiones inmediatas a partir de la edad de 45 años.

			Junto a esta modificación, se creó una fórmula de cálculo de la pensión, que establecía una tasa de reemplazo de 2,5% del último sueldo anual por cada año de servicio.7 Además la primera oportunidad para recibir una pensión inmediata en caso de renuncia ocurriría al completar los 21 años de servicio. En 1926 cambió la base de la estructura de cargos de la carrera desde edades cronológicas a años de servicio (antigüedad).

			El Ejército, en tanto, adoptó esquemas de promociones y desvinculación algo diferentes pero que buscaban un objetivo parecido. En algunas coyunturas particulares aplicó reglas ad hoc, como permitir, a partir de 1935, la renuncia con beneficio de pensión inmediata con solo 15 años de servicio. Esa fue una medida especial para administrar cohortes de servidores inusualmente numerosas, originadas en el alto enrolamiento ocurrido durante la Primera Guerra Mundial. Esa reducción en la edad mínima de renuncia con pensión inmediata fue revertida en 1948, momento en que fue elevada a 20 años de servicio.

			Recién en 1947 el esquema up or out de la Armada (aplicado también a los Marines) es adoptado por el Ejército y la Fuerza Aérea, perdurando con leves variaciones hasta 1984.

			Por su parte, algunas grandes empresas privadas implementaron pensiones de empleador similares a las de la Armada. La primera que siguió esa ruta fue American Express Co. en 1875, cuando ofrecía servicios de transporte en diligencias. En 1926 había cerca de 200 empleadores privados que habían establecido este esquema, según el Pension Research Council de Wharton.

			En contraste a lo anterior, las pensiones de políticas públicas de vejez en Estados Unidos aparecen recién en el contexto del New Deal. El Social Security fue creado en 1935 y pagó su primera pensión de vejez recién en 1940.

			En resumidas cuentas, el esquema de promociones y retiros se creó y fue evolucionando en las Fuerzas Armadas estadounidenses como una manera de abordar problemas especiales de gestión de recursos humanos, tales como asegurar la retención de una fuerza joven y posteriormente administrar su salida.

			3. El origen e historia de las pensiones militares en Chile8

			Al nacer la República de Chile y a un mes de la Batalla de Chacabuco, el 28 de marzo de 1818, el general Bernardo O’Higgins promulgó un decreto que concedió montepío (pensiones de viudez y orfandad) a los familiares de los vencedores caídos. A ello se sumó otro decreto sobre pensiones de invalidez, del 20 de febrero de 1819. Estas medidas daban continuidad al montepío militar “para socorro de viudas y huérfanos”, que el imperio español creó en 1761, cuyo efecto se extendía a sus colonias, incluyendo Chile (Tobar, 2008).

			Esta forma de continuidad fue una estrategia sistemática en el naciente Estado de Chile: las ordenanzas españolas (llamadas también Ordenanzas de Carlos III) rigieron entre 1810 y 1839. En medio de ese periodo, en 1832, el presidente José Joaquín Prieto creó las primeras pensiones de vejez para empleados públicos civiles.9

			El gobierno de Prieto también fue el primero en innovar en materia de pensiones militares, promulgando la Ordenanza General del Ejército el 25 de abril de 1839, que permaneció en vigor por casi un siglo y fue aplicada igualmente a la Armada. Esta norma dispuso que siguieran vigentes para la marina de guerra chilena todas aquellas prescripciones de las ordenanzas navales españolas de 1748 y 1793 (Duvauchelle, 1998), pero con algunas diferencias. El ministro de Guerra y Marina, Ramón Cavareda, explicó en 1839 que la antigua ordenanza española: “no ofrecía a los interesados las ventajas que les concede la últimamente publicada”, porque los interesados podían optar a estos beneficios “en los diversos periodos de la vida, especialmente cuando el estado de salud no les permite continuar sirviendo activamente, ya sea por edad avanzada o por heridas de guerra”.10

			La Ordenanza General del Ejército (1839) estableció lo siguiente:

			a)“Los retiros se dividen en temporales y absolutos (p. 349, artículo 5); serán comprendidos en el retiro absoluto los que por imposibilidad física o moral no pudieren continuar en el servicio (p. 349, artículo 7).

			b)Serán comprendidos en el retiro temporal los oficiales que quedaren sin colocación, bien sea por haberse disuelto el cuerpo o desarmado el buque en que servían, o bien porque el gobierno no tenga por conveniente su continuación en el servicio activo; pero este retiro será con sueldo únicamente para los que hubieren cumplido seis años de servicio (p. 349, artículo 6).

			c)Los oficiales del ejército i armada que por no poder continuar en servicio activo obtuvieren cédula de retiro, gozarán por todo sueldo, tantas partes de las cuarenta en que se dividiere el que gozaban en su último empleo efectivo, cuantos fueren los años de su servicio (p. 349, artículo 3).

			d)Todo jeneral u oficial retirado temporalmente, en virtud de esta lei, queda obligado a volver al servicio siempre que el gobierno tuviere a bien emplearlo (p. 352, artículo 22).

			e)El oficial retirado temporalmente antes de haber cumplido seis años de servicio, será preferido en la provisión de cualquier empleo civil, según sus aptitudes, i si fuere llamado nuevamente al servicio, le serán de abono los años que hubiere servido en la carrera civil como si los hubiere prestado en el ejército (p. 351, artículo 19).

			f)El oficial retirado con sueldo, además del uso del uniforme, gozará también del fuero civil i criminal, como los demás del ejército permanente (p. 348, artículo 2).”

			Esta fue la primera ley chilena que estableció pensiones vitalicias e inmediatas apenas cesara el servicio activo de un Oficial de la Armada o del Ejército. Su diseño estaba estaba al servicio del empleador, pues esas pensiones fueron condicionadas a cumplir un tiempo mínimo de servicio con buen comportamiento, el que ascendía a 6 años.11 Con todo, la pensión para quien renunciara con 6 años de antigüedad era modesta: seis cuarentavos del último sueldo. Conviene notar que la aprobación de esta ordenanza ocurre después de terminada la guerra contra la Confederación Perú Boliviana (1836-1839).

			Recién en 1915 el tiempo mínimo de servicios fue elevado a 10 años. Eso lo equiparó al tiempo exigido a los empleados públicos civiles, para quienes regía el mismo periodo mínimo de servicio desde 1863 (ley del 3 de septiembre de 1863).12

			Una ley del 25 de septiembre de 1882, en medio de la Guerra del Pacífico, precisó que las pensiones de retiro militar tomaran por base el sueldo íntegro de un servidor. Al año siguiente, la ley del 7 de julio de 1883 permitió a los militares pensionados (pero no envejecidos), emplearse en tareas civiles y ganar sueldos adicionales a su ingreso de pensión “hasta la concurrencia de la suma equivalente al sueldo de los militares similares en servicio activo”. Además, esa ley dispuso que los años que los militares pensionados temporalmente ocuparan en el desempeño de empleos civiles, sirviera de abono si volvían al empleo militar activo (Tobar, 2008, p. 30).

			Confirmando y ordenando lo anterior, el artículo 14 de la Ley Nº 33 sobre retiro militar, del 4 de febrero de 189313, reiteró que el monto del retiro absoluto o temporal de los Oficiales generales, jefes u Oficiales del Ejército y Armada, se decretará “tomando por base el (100% del) sueldo de actividad correspondiente a sus respectivos empleos, y se les asignarán tantas cuarentavas partes de dicho sueldo como años de servicio hubieren cumplido”.

			Respecto al objetivo de mantener una fuerza con suficiente vigor físico, este se manifiesta en 1893, en el artículo 56 de la Ley Nº 33, que indica: “es forzoso el retiro absoluto para los oficiales mayores i de guerra que revistan el carácter de jefes i que lleguen a los sesenta años de edad i para los subalternos que hayan cumplido cincuenta”.

			En cuanto a las instituciones administradoras especializadas de dichos esquemas, su evolución fue la siguiente: en 1879 se creó la “Sociedad protectora de viudas y huérfanos de los mártires de la patria”, cuya labor estaba orientada solo a sobrevivientes de los caídos en la Guerra del Pacífico, que recién se iniciaba. En 1915, la Ley 3.029 creó como institución permanente la “Caja de retiro y montepío para el personal del Ejército y de la Armada”, dedicada solo al pago de pensiones. Ella fue el origen de la actual Caja de Previsión de la Defensa Nacional (Capredena), cuyo estatuto es de 1953 y que le encargó administrar prestaciones adicionales, como las de salud (Tobar, 2008).14

			En Chile, al igual que en Francia y Estados Unidos, las pensiones de empleador de la Armada son mucho más antiguas que las políticas públicas de pensiones de vejez para civiles. En efecto, éstas recién se iniciaron en 1924 (contributivas) y en 1952 (no contributivas, mediante el primer subsidio de pensión mínima en la caja del Seguro Obrero). En este aspecto fundamental, Chile no difiere de otros países.

			Lo mismo ocurre respecto a las pensiones de empleador creadas por empleadores civiles, muchos de ellos privados. El capítulo 2 documenta como al menos nueve grandes empresas privadas chilenas establecieron este tipo de pensiones antes de 1924.

			II. Experiencia internacional comparada reciente

			Esta sección revisa la existencia y las modalidades de los esquemas de salida del personal militar desde el servicio activo y sus respectivas pensiones de empleador, en algunos países referentes. Un número modesto de países referentes es inevitable debido a que no existen estadísticas públicas globales sobre pensiones militares. En cada país referente se precisa el grado en que las Fuerzas Armadas usan remuneraciones diferidas (incluyendo pensiones), tanto para retener a su personal, como para evitar que las salidas del servicio activo requeridas por la estructura de vacantes de la carrera no desincentiven el ingreso de candidatos jóvenes servidores.

			El grupo de países escogido aspira a capturar una cierta diversidad de tradición cultural y de tamaño, se limita a potencias militares medianas (lo cual excluye a los Estados Unidos de América15) y cumple con una restricción que resultó ser exigente: disponibilidad de información pública de calidad. Estos criterios dejaron solamente a Canadá, Corea del Sur y Francia.

			Dichos países han realizado ajustes recientes en sus sistemas de pensiones, tanto los de trabajadores civiles como militares. Estos ajustes han sido impulsados en parte por la transición demográfica, que impone desafíos presupuestarios a todos los sistemas de pensiones. Sin embargo, estos cambios no han eliminado las diferencias que mantienen los sistemas de pensiones militares respecto a las pensiones de vejez del mundo civil.

			El gráfico 1.1 presenta las “tasas de reemplazo” en las Fuerzas Armadas de estos países. Dichas tasas se definen en términos generales como el cociente entre la pensión y el ingreso base que cada sistema utiliza para determinar la cuantía de este beneficio.

			Como reveló la revisión histórica, una dimensión importante de estos esquemas es el número mínimo de años de servicio exigidos para acceder a una pensión inmediata al momento de la salida de la institución militar. En el caso de los países seleccionados, dicha permanencia mínima va entre 17 y 27 años. En este sentido, suponiendo conservadoramente que la acumulación de años de servicio se inicia a la edad de 23 años, estos países comienzan a pagar pensiones a militares en retiro con edades entre los 40 y los 50 años, mucho antes de cumplir los 65 (inicio convencional de la etapa de vejez).
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							Fuentes: Canadá y Corea del Sur, legislación de cada país. Francia: Dirección General de las Finanzas Públicas (2020a).

						
					

				
			

		



			Otra característica que también ya fue observada es la velocidad a la que el personal militar acumula derechos a pensión en función de sus años de servicio. Este componente se encuentra representado por la pendiente de cada recta del gráfico 1.1, la que es muy alta justo en el umbral mínimo de años de servicio requeridos en cada esquema (y cero antes de este). Luego, para valores mayores se observa que la pendiente es similar para los tres países investigados.16

			1. Las pensiones de las fuerzas canadienses

			Las Fuerzas Armadas canadienses se componen en la actualidad de dos cuerpos (OAG, 2016). Por una parte, la fuerza regular de la Marina, Fuerza Aérea y Ejército cuenta con 60 mil plazas (las que no necesariamente se encuentran ocupadas en su totalidad), donde existe la alternativa de entradas laterales para ciertas especialidades. 

			Por otra parte, está la fuerza de reserva, que cumple un rol valioso puesto que ha sido difícil para las ramas de la defensa canadiense completar sus requerimientos de dotación (OAG, 2016). Esta dificultad ha llevado a crear opciones de alistamiento más flexibles. La participación en la fuerza de reserva puede ser: a tiempo parcial (tipo A), a tiempo completo por un plazo fijo que va desde dos semanas a un año (tipo B), o a tiempo completo indefinido (tipo C). Se ofrecen pensiones de empleador tanto para la fuerza regular como para la de reserva tipo C.

			Un militar canadiense tiene derecho a un beneficio de pensión apenas cumpla los requisitos de años de servicio o los de edad mínima, o de ambos tipos en algunos casos. Los años considerados son tanto aquellos de servicio directo en las Fuerzas Armadas, como de servicio en organismos del sector público civil y también en otras ramas de la Commonwealth of Nations.17 El beneficio principal corresponde a una pensión inmediata pagada de por vida, a la que se puede acceder de varias formas: (i) con 25 años de servicio, (ii) cumplida la edad de 60 años, (iii) a los 55 años y 30 de servicio o (iv) encontrarse discapacitado y tener a lo menos 10 años de antigüedad. También tienen acceso a una pensión inmediata quienes dejan el servicio de forma no voluntaria, ya sea por una reducción en el número de plazas o por alguna otra disposición del Consejo del Tesoro, siempre que además tengan 55 años y al menos 10 años de servicio, o a lo menos de 20 años de servicio18.

			Quienes no cumplan los requisitos anteriores y abandonen las Fuerzas Armadas, igualmente tienen derecho a una pensión diferida, que no se paga desde el momento de la salida, sino que solo a partir de la edad de 60 años. En eso ella es equivalente a un bono de reconocimiento.

			Así, incumplir el plazo mínimo de 25 años de servicio computables tiene un fuerte impacto sobre la suma de todos los beneficios recibidos y también genera un lapso sin pensión militar. Por ejemplo, quien renuncia con solo 20 años de servicio, habiendo cumplido la edad de 40 años, deja de recibir pensiones desde la fecha en que habría cumplido los 25 años de permanencia mínima (a los 45) y el cumpleaños 60, lo que significa perder 15 años de beneficios.

			Por el otro extremo, estas reglas dejan claro que muchos militares canadienses terminan su servicio activo 10 o 15 años antes del inicio convencional de la vejez (65 o más). Esto implica que el Estado canadiense espera que sus militares continúen labores en el mundo civil después de su salida de las Fuerzas Armadas.

			Las pensiones militares en este país, así como en todas las demás pensiones militares analizadas en esta sección, son de “beneficio definido”. Esto quiere decir que el monto de la pensión se determina por una fórmula  —que se presenta en el siguiente párrafo— en la que no intervienen las tasas de cotización ni las remuneraciones recibidas durante la mayor parte del servicio activo (excepto las del final), así como tampoco el lapso de tiempo entre cada cotización y el inicio de los beneficios.19 En virtud de esto último, retomando el ejemplo anterior, los 15 años de intervalo no incrementan la pensión que se recibirá a partir de los 60 años.20 

			La fórmula de beneficio que determina la cuantía de la pensión militar canadiense es la siguiente: 2% del ingreso base por cada año de servicio computable, con un máximo de 35 años21. Así, esta pensión puede alcanzar como máximo un 70% del salario base. Este último se determina como el promedio de 5 años de salarios netos, donde los 5 años que entran al promedio son elegidos por el interesado. Como es de esperar, los años de mayores salarios netos, que en general tienden a ser los últimos.22

			A partir de la edad de 50 años, un servidor también puede pedir una “pensión diferida anticipada”, a cambio de una reducción de 5% en la cuantía por cada año de anticipación. Así, la máxima reducción en la cuantía de la pensión militar, para quien sale del servicio activo a los 50 años, es 50%.23

			Los empleados público-civiles de Canadá tienen un sistema de pensiones relativamente parecido al de sus Fuerzas Armadas. Su principal similitud está en la fórmula de beneficios. Sin embargo, existen diferencias que aquí es importante destacar.

			La primera se relaciona con las edades de acceso a beneficios de pensión, puesto que los empleados público-civiles de Canadá no tienen la opción de acceder a una pensión inmediata cuando reúnen 25 años de servicio en el Estado.

			Otra diferencia es la edad de acceso. Para un empleado público-civil es 5 años mayor que para un servidor de las Fuerzas Armadas. Por ejemplo, mientras los militares pueden optar a una pensión inmediata a la edad de 60 años, los empleados público-civiles solo pueden hacerlo a los 65.24 

			Estas diferencias sugieren que las autoridades canadienses estiman que hay condiciones particulares en la carrera militar que ameritan consideraciones distintas para una pensión.

			2. Las pensiones militares en Corea del Sur

			El sistema de pensiones para empleados público-civiles de Corea del Sur fue creado recién en 1960. Acto seguido, en 1961, se creó un nuevo sistema de pensiones para el personal militar, el cual quedó alojado dentro del primero, conformando un sistema que cubre a los civiles y militares que prestan servicio al Estado.25

			La situación de pobreza de muchos veteranos de la Guerra de Corea (1950-1953) fue determinante para la creación del sistema para militares que, desde 1963, es dependiente del Ministerio de Defensa Nacional (Kim, 2002).

			La juventud del sistema de pensiones para empleados público-civiles, junto con un acelerado crecimiento de los ingresos reales de Corea del Sur a partir de 1960, pudo sostener un esquema de altos beneficios y bajas cotizaciones por varias décadas. Sin embargo, el posterior envejecimiento de la población creó enormes presiones presupuestarias, puesto que ha elevado la carga que el conjunto de pensiones que entrega el Estado impone sobre la población laboralmente activa. Esta realidad generó un debate a partir de fines de los años 80 sobre la necesidad de realizar ajustes paramétricos para alcanzar la sostenibilidad fiscal de dichos programas. Lo anterior se ha traducido en sucesivas reformas.

			A lo largo de distintas rondas de cambios paramétricos, es posible observar que en algunos casos ellos han sido transversales entre empleados público-civiles y militares, mientras que otros han estado dirigidos hacia un grupo en particular. Entre los cambios que han afectado por igual ambos segmentos destacan las siguientes (Phang y Shin, 2002; NABO, 2018):

			a)Aumentos de la tasa de cotización del trabajador. El último fue de 15% a 17%.

			b)Indexación de las pensiones de vejez en curso de pago al índice de precios, en lugar de la que seguía el crecimiento de los salarios promedio de los activos.

			c)Disminución de 40% en el nivel de las pensiones de sobrevivencia.

			d)Congelamiento nominal del nivel de las pensiones por 5 años (reforma anunciada en 2015 con implementación diferida). Con una inflación promedio de 1,5% entre 2015 y 2019, este cambio habría reducido el poder adquisitivo de las pensiones en 7,7% a 2019, con efecto permanente.

			La oficina del presupuesto de la Asamblea Nacional de Corea proyectó en su momento que el impacto de las medidas c) y d) significaría una reducción de solo un 15,3% promedio anual en el déficit fiscal, durante el horizonte de proyección (NABO, 2018). Fue otra la medida de mayor impacto, aquella que apuntó solo a las pensiones de empleados público-civiles:

			e)Aumento de la edad de inicio de la pensión de vejez, desde 60 a 65 años. Ella fue implementada de manera gradual, de a un año cada dos años.

			Las reformas coreanas también exhiben un atributo ya observado en Canadá: que los cambios en el tiempo de los sistemas de pensiones para empleados público-civiles y militares han preservado muchas de las diferencias estructurales entre ellos.

			Estas diferencias son onerosas para el empleador Estado. En un informe de 2018, la oficina del presupuesto de la Asamblea Nacional proyectó que el déficit del programa de pensiones militares se triplicaría entre 2018 y 2050 (NABO, 2018). Como es evidente, un aspecto que ayuda a comprender la continuación de este déficit por parte de las autoridades políticas es la delicada situación geopolítica en la que ha estado el país desde la Guerra de Corea (1950-53), que obliga a extremar las medidas para atraer y retener personal con habilidades adecuadas a las carreras militares.

			Las pensiones para militares coreanos condicionan el acceso a un beneficio de salida a cumplir al menos 20 años de servicio.26 Este beneficio puede tomar la forma de: (i) una pensión vitalicia inmediata, que se paga desde el mes siguiente a la salida, (ii) un pago único, o (iii) una combinación de ambos.27

			Respecto a las tasas de reemplazo del sistema de pensiones, el cuadro 1.1 presenta su cuantía en función de los años de servicio alcanzados por un servidor hasta el momento de la salida de la institución militar. Se observa que cada año adicional de servicio eleva la pensión inmediata en 1,9% respecto del salario base. En el caso de Corea del Sur, el salario utilizado para estos fines corresponde al promedio asociado a todo el periodo de servicio, corregido por la inflación de precios al consumidor.28

			Respecto a los incentivos para la salida, la norma coreana es la siguiente: la pensión militar crece por antigüedad solo hasta los 33 años de servicio, de modo que, para quien ingresa a los 21 años, una salida posterior a los 54 años no eleva la tasa de reemplazo.29 Como faltan al menos 10 años para el inicio convencional de la vejez, es claro que en Corea se espera que sus militares continúen labores en el mundo civil después de su salida de las Fuerzas Armadas. 
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							Fuente: Ley de pensiones militares de Corea del Sur. Ley 1.260 de 1963, incluyendo hasta la modificación por la Ley 14.476 de 2016.

						
					

				
			

		


			3. Las pensiones militares en Francia

			En la actualidad, el esquema de pensiones de empleador para militares en Francia se encuentra vinculado al de pensiones de vejez para empleados público-civiles. En efecto, militares y civiles comparten una fórmula que determina las pensiones que está basada en los años de servicio completados por cada persona.

			Sin embargo, como veremos más adelante, hay importantes diferencias en la fórmula de cómputo de los años de servicio. En la experiencia francesa vuelve a aparecer una diferencia sustancial en el acceso a beneficios de pensión entre ambos grupos. En particular, los militares pueden acceder a una pensión vitalicia a edades más tempranas que su contraparte.

			Al igual que en el caso de Corea del Sur, el aumento en la esperanza de vida observada en años recientes ha hecho necesario legislar e implementar ajustes a estos sistemas de pensión, pero preservando la diferencia en la oportunidad de inicio del beneficio militar recién indicada.

			El sistema francés reconoce los años de servicio prestado en los cuerpos armados, como distinto del concepto más amplio de años de servicio en el sector público civil y militar combinados. Esto genera una portabilidad parcial de derechos de pensión. Es parcial porque esta portabilidad está limitada a empleados del Estado, excluyendo los casos de movilidad hacia o desde empleadores y empleos del sector privado.

			En la gran mayoría de los empleos en el sector público-civil francés (los clasificados en la categoría “sedentaria”), la ley exige como condición para iniciar una pensión de vejez haber cumplido la edad de 62 años.30,31 Para este grupo, el número de años de servicio juega un rol que impacta en la cuantía de ese beneficio (ver fórmula más adelante), pero a diferencia de las carreras militares, no hay una exigencia de permanencia mínima que pueda ser considerada relevante, pues el piso es apenas de un trimestre32.
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							Fuente: Dirección General de las Finanzas Públicas (2020a, 2020b). Para los empleados público-civiles se exige una permanencia mínima de un trimestre (¼ de año).

						
					

				
			

		



			Para los militares las condiciones son diferentes, pues se trata de pensiones de empleador. En el caso de los Oficiales, solo pueden acceder a una pensión inmediata por término del vínculo laboral si han cumplido 27 años de servicio33, lo que en muchos casos es equivalente a la edad de 48 años. Para los miembros del cuadro permanente que no son Oficiales (Suboficiales, otros) el acceso a esa pensión inmediata tiene un requisito diferente y menor, esto es, completar 17 años de servicio, eso es una edad cercana a los 38 años. Lo anterior se encuentra resumido en el  Cuadro 1.2.

			Dos aspectos ratifican que la actual pensión en la Armada francesa no corresponde a una pensión de vejez: (i) el militar desvinculado inicia su pensión mucho antes de la edad convencional de vejez en Francia (62 años) y (ii) recibir la pensión militar es compatible con la continuación de una vida laboral en empleos civiles34 durante todos los años que van desde la desvinculación con las Fuerzas Armadas hasta el retiro del mercado laboral remunerado por haber llegado a la vejez.

			Volviendo a los requerimientos mínimos de años de servicios, un aspecto a destacar es que los periodos de campaña pueden dar lugar a una acumulación más que proporcional. Lo anterior, dependiendo de las condiciones de salubridad, seguridad y orientación de éstas lleva a bonificaciones de entre 50, 100, 150 y 200 por ciento del tiempo cronológico de cada campaña.

			A primera vista, la fórmula de cálculo de beneficios de pensión parece ser igual para empleados público-civiles y militares una vez cumplidos los requisitos de edad y/o años de servicio. En efecto, para ambos grupos la base de cálculo de la pensión es el promedio de los salarios de los seis meses previos a pensionarse y el beneficio máximo que es posible obtener corresponde a un 65% de esta base. La pensión efectiva se calcula como una proporción: el número de trimestres cotizados al sistema de pensiones, sobre un número determinado que otorga dicho beneficio máximo. Respecto del requerimiento de antigüedad, hasta 2007 este fue el equivalente a 39,5 años. Sin embargo, a partir de 2008 comenzó una transición gradual, que elevará ese número hasta los 43 años en 2033. Durante 2020, el número de trimestres requeridos alcanzó a 41 años y 9 meses.

			Sin perjuicio de que tanto empleados público-civiles como militares compartan estas fórmulas de cálculo, un militar retirado inicia su pensión apenas ocurre su desvinculación, lo que puede ser mucho antes de la edad convencional de vejez. Ello implica que recibe una pensión por un periodo de tiempo bastante más largo que un empleado público-civil.

			Una mayor antigüedad al momento de salida tiene consecuencias adicionales, porque en cada clase de empleo la evidencia universal confirma que, en promedio, la remuneración crece con la experiencia laboral en forma notoria, al menos por los primeros 20 años (para la mayoría, entre la edad de 25 y 45 años) (Heckman et al., 2006). En lo formal, este aumento puede ocurrir por antigüedad, por ascensos o por ambos, pero en lo sustancial esto ocurre porque la acumulación de experiencia genera aumentos de productividad laboral.


		
			
				
					
				
				
					
							
							Gráfico 1.2

						
					

					
							
							Ilustración del valor presente a los 62 años de las pensiones públicas recibidas a partir del término del servicio, para distintas antigüedades: Francia

						
					

					
							
							[image: ]

						
					

					
							
							Fuente: Simulación realizada por los autores. Supone que en todos los empleos la remuneración del individuo hipotético sube un 3% real desde el ingreso a la carrera a los 21 años hasta la fecha de salida, que ocurre a la antigüedad —con este empleador— indicada por el eje horizontal. El eje vertical muestra el valor presente a los 62 años de las pensiones pagadas a este individuo a partir de su salida, como proporción del sueldo anual de la edad 21, con una tasa de interés de 1% anual real y constante.

						
					

				
			

		



			Debido al efecto positivo de la experiencia sobre la remuneración, la base de cálculo del sistema de pensión para empleados públicos también varía según la edad de desvinculación. Con el fin de ilustrar el impacto combinado de la experiencia sobre la base y la tasa de reemplazo del beneficio de pensión, el gráfico 1.2 provee una simulación del valor presente a los 62 años, en función de distintos años de servicio completados. La simulación supone que en cada clase de empleo la remuneración promedio sube un 3% cada año, contando desde un inicio de carrera a los 21 años. Además, considera exclusivamente a un individuo hipotético que inicia su carrera en dicha edad y no considera remuneraciones obtenidas con otros empleadores ni beneficios de pensión adicionales financiados a partir de ellas. El eje vertical muestra cuál sería el valor presente del costo para el empleador de todas las pensiones pagadas a partir de una desvinculación en distintos años de servicio para este individuo, descontando a una tasa de interés de 1% anual (real) constante. Este valor presente se muestra como proporción del sueldo anual de la edad de 21 años.

			Los puntos en azul en la curva suave que va por el centro del gráfico cuantifican la suma descontada de las pensiones de vejez originadas según el esquema descrito para empleados público-civiles que renunciaron a su empleo a los 5, 10 o 15 años de servicio y sucesivos. 

			Los puntos rojos y amarillos cuantifican la suma descontada de pensiones —recibidas antes y durante la vejez— para militares (Oficiales y no Oficiales respectivamente). En este caso, vemos que un militar que se retira del servicio antes de cumplir la antigüedad mínima de 27 años obtiene cero. En contraste, una vez cumplido ese requerimiento obtiene un valor presente de pensiones que es superior al del empleado público-civil (esto se debe sobre todo a que esta pensión se inicia de inmediato al salir de la fuerza armada).

			La diferencia entre los valores presentes para ambos sectores es una medida de la magnitud del diferimiento adicional de remuneraciones que debe soportar quien elige una carrera militar en Francia. Al cesar funciones a los 62 años no hay diferencias entre civiles y militares, en contraste con lo que sucede en edades más tempranas. El efecto combinado es crear un incentivo fuerte para el servidor a la permanencia en las Fuerzas Armadas, hasta cumplir la antigüedad mínima requerida.

			La línea azul en el gráfico 1.2 es convexa, es decir curvada hacia arriba. Esto se debe principalmente a que el premio a la experiencia laboral es creciente.35 Esa convexidad es acentuada levemente cuando la pensión de empleador civil usa una fórmula de beneficio por “años de servicio” con una pensión proporcional al último sueldo antes de desvincularse de este empleador.36 

			El Estado francés establece también ciertas edades de cese obligatorio de la relación laboral con sus empleados, entendiendo que se trata de salidas honrosas, con el fin de impulsar una desvinculación ordenada de los servidores que alcanzan las edades mayores. Sin embargo, para militares las edades máximas de servicio activo son mucho menores que para civiles, como muestran los cuadros 1.3 y 1.4. La justificación es que en promedio las personas mayores pierden vigor físico, atributo más relevante en la función militar. Este aspecto puede justificar también que los Oficiales tengan en general edades máximas mayores que los Suboficiales, excepto para quienes se desempeñan en las áreas de salud u oficios. Otro hecho relacionado es que los trabajadores de la Fuerza Aérea (tanto Oficiales como Suboficiales), tienen edades máximas menores que las de las otras ramas de la defensa37.

			En contraste, en los empleos público-civiles de categorías sedentarias, la salida obligatoria ocurre al cumplir 67 años. En términos generales se trata de edades entre 10 y 20 años superiores a aquellas análogas para servidores militares. Esta diferencia también implica que el Estado francés espera que los militares separados de las Fuerzas Armadas continúen actividades laborales remuneradas en organizaciones no estatales por un lapso significativo, hasta que alcancen la situación de vejez.


		
			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 1.3

						
					

					
							
							Edades máximas de servicio activo para Oficiales en Francia

						
					

					
							
							Descripción

						
							
							Comandantes y Oficiales subalternos

						
							
							Coroneles y Tenientes Coroneles

						
					

					
							
							Oficiales / Oficiales Fuerza Aérea

						
							
							59/52

						
							
							59/56

						
					

					
							
							Oficiales administrativos, logística, áreas de la salud

						
							
							62

						
							
							62

						
					

					
							
							Ingenieros, profesores, músicos y capellanes

						
							
							66

						
							
							66

						
					

					
							
							Fuente: Dirección General de las Finanzas Públicas (2020c).

						
					

				
			

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 1.4

						
					

					
							
							Edades máximas de servicio activo para Suboficiales en Francia

						
					

					
							
							Descripción

						
							
							Sargento

						
							
							Sargento Mayor

						
							
							Suboficial

						
							
							Suboficial Mayor

						
							
							Mayor

						
					

					
							
							Suboficiales

						
							
							47

						
							
							52

						
							
							58

						
							
							59

						
					

					
							
							Suboficiales Fuerza Aérea

						
							
							47

						
							
							47

						
							
							52

						
					

					
							
							Salud

						
							
							62

						
					

					
							
							Suboficiales de salud, hospitales

						
							
							59

						
					

					
							
							Suboficial servicio de combustibles

						
							
							N/A

						
							
							62

						
					

					
							
							Músicos y otras especialidades

						
							
							66

						
					

					
							
							Fuente: Dirección General de las Finanzas Públicas (2020c).

						
					

				
			

		





			Capítulo 2

			Pensiones creadas por un empleador civil: fundamentos

			Más de 230 millones de trabajadores civiles en países OCDE participan en esquemas de remuneración complejos creados por sus empleadores, sea por su voluntad unilateral o derivada de una negociación colectiva, que generan pensiones adicionales a las de seguridad social. Estos esquemas no son políticas públicas de seguridad social, sino estrategias de recursos humanos del empleador que intentan elevar la productividad laboral en esa organización, que han sido adoptados por un gran número de empleadores civiles, privados y públicos, con y sin fines de lucro. Contando solo a las empresas privadas cuyas acciones se transan en bolsa, Bartram (2016) identifica algo más de 25 mil con pensiones de empleador voluntarias. Es común que el trabajador sume su pensión de empleador a la que obtiene desde la seguridad social.

			Los estudios de economía laboral han identificado las motivaciones, su efectividad y otros aspectos de las pensiones creadas por empleadores civiles. Han descubierto además que muchos de esos elementos son compartidos por las pensiones de las Fuerzas Armadas de cualquier país. Por eso, las pensiones creadas por empleadores civiles proveen evidencia crucial para entender las pensiones militares.

			Los objetivos más buscados por este esquema previsional han sido una retención eficiente, la atracción selectiva de candidatos apropiados y una desvinculación oportuna (McGill et al., 1996, p. 340). Todos ellos pueden contribuir a elevar la productividad laboral. Para el empleador Estado, cuando se trata de funcionarios civiles, la finalidad principal ha sido facilitar una desvinculación oportuna, un objetivo distinto que para empleados militares. Este capítulo analiza estos objetivos en detalle y sus consecuencias.

			Con todo, la mayoría de los empleadores en el mundo no utilizan esquemas de remuneración complejos. Son más prevalentes los modelos sencillos donde toda la gratificación es casi contemporánea con la prestación del servicio laboral, evitando las remuneraciones diferidas y, por ende, las pensiones de empleador, aunque sí rigen las pensiones de seguridad social. Lo anterior se explica por varias razones: en muchos puestos de trabajo, la permanencia no eleva la productividad laboral una vez cumplido cierto modesto periodo mínimo y luego, un esquema sencillo de remuneraciones es mejor al momento de abrir la búsqueda hacia candidatos que se desempeñan con otros empleadores para llenar puestos vacantes, lo que justifica operar con permanencias moderadas y sin pensiones de empleador. 

			Desde un punto de vista social, lo ideal sería balancear dos aspectos, cuyas magnitudes difieren entre los distintos tipos de empleo. Por una parte, una rotación demasiado baja impone relaciones laborales menos eficientes y dificulta la búsqueda de emparejamientos más productivos. Por otra, una rotación laboral demasiado alta desaprovecha parte del aprendizaje específico al actual empleador y lo desincentiva a invertir en capacitar a sus trabajadores en conocimientos específicos (Bobba et al., 2021). Pero también desincentiva al joven estudiante a invertir en un estudio vocacional específico a un sector de la economía, donde pronostica una alta rotación laboral futura (Lagakos et al., 2018). Estos mecanismos reducen la productividad laboral.

			En cada tipo de empleo también influye la distribución en este balance de preferencias de los trabajadores. Una fracción de ellos puede valorar en mayor grado la flexibilidad de cambiar de empleador sin perder parte de la remuneración, daño que sufren cuando un porcentaje de los ingresos se difiere y se paga condicional a cumplir cierta permanencia. Del mismo modo, otra fracción de los trabajadores tiende a evaluar de modo negativo que se difiera una parte apreciable de su remuneración (en lenguaje técnico, su “tasa de descuento” es relativamente alta) y por eso eligen en mayor medida empleos donde el salario es casi 100% inmediato. En contraste, otros trabajadores pueden tener las preferencias opuestas: gustar de la estabilidad laboral y apreciar como positivo el diferimiento de salarios, por ejemplo, si lo perciben como un ahorro seguro. En ciertas actividades los esquemas de remuneración complejos con remuneración diferida por décadas pueden ser los más adecuados, tanto social como privadamente.38

			Las remuneraciones diferidas —categoría general, donde la pensión de empleador corresponde a una de varias modalidades posibles— son un instrumento cuyo uso puede tener diversas motivaciones, con un peso variable en los objetivos del empleador según circunstancias específicas. Esa especificidad incluso podría justificar un diseño diferente de remuneraciones para cada segmento de trabajadores de un mismo empleador. 

			Las diferencias también se revelan, quizá de modo más transparente, en la “portabilidad de las pensiones”, esto es, el grado en que el beneficio diferido se mantiene ante un cambio de empleador. Quien aplica una política de recursos humanos compleja, que conlleva pensiones de empleador, prefiere una portabilidad baja o moderada porque los condicionamientos a la cuantía de la pensión, de cumplir una permanencia mínima o de haber logrado ciertos ascensos, reducen la portabilidad. En cambio, un empleador que aplica remuneraciones sencillas solo participa en pensiones de seguridad social obligatoria, cuya cuantía no es afectada por los cambios de empleo y donde la portabilidad es total o al menos alta.39 Esta contraposición también confirma que, en su esencia, las pensiones de empleador no son políticas públicas de seguridad social. Al mismo tiempo, la prevalencia de este esquema previsional tiene un impacto sobre la productividad laboral promedio de cada economía, es decir, sobre el nivel de desarrollo económico y bienestar material.

			Para dilucidar balanceos entre ventajas y desventajas, la cuantificación es central. Sin ella, cualquier decisión u opinión puede ser teóricamente justificada, impidiendo avanzar a resolver las preguntas prácticas. Este capítulo presenta en su sección final, los principales modelos cuantitativos desarrollados en economía laboral y ciencia actuarial con el fin de dimensionar los aspectos económicos de las pensiones de empleador. Uno es determinar si las cuantías de las pensiones de un empleador específico son excesivas o insuficientes, usando como referencia una carrera alternativa con empleadores que usan remuneraciones simples.

			Otro de los focos está en modelar y cuantificar los cambios en aspectos de la carrera ofrecida por el empleador, que están bajo su control. El objetivo es cuantificar los incentivos económicos asociados a la carrera laboral estudiada. El foco siguiente está en dimensionar la respuesta de los trabajadores en sus decisiones de continuación o renuncia con el actual empleador, a cada edad o antigüedad. La magnitud de esa respuesta depende de las preferencias e información de los trabajadores expuestos a dichos incentivos. 

			Estos modelos revelan que las tres principales herramientas con que cuenta un empleador para determinar la cuantía de sus incentivos son: (i) la escala de salarios en función de la antigüedad y experiencia, (ii) la tabla de servicio o tasas de separación de trabajadores de distinta antigüedad con este empleador en particular (influenciada por la disponibilidad de vacantes en distintos niveles jerárquicos) y (iii) la “fórmula de beneficio”, que determina la cuantía de la pensión de empleador en distintos escenarios de permanencia y de promoción a grados superiores.

			El uso de métodos cuantitativos también ha permitido dimensionar el valor que tiene para el trabajador la opción de quedarse en un empleo (versus renunciar), en presencia de un requisito amplio de permanencia. La evidencia favorece la hipótesis de que los trabajadores que participan en planes de empleador utilizan un horizonte multianual —más que uno anual— para evaluar esta decisión. Esta y otras conclusiones son de utilidad práctica para cualquier empleador que intente optimizar sus pensiones y otros aspectos de su política de recursos humanos, incluyendo al Estado cuando afina el diseño de las pensiones militares.

			I. Prevalencia en empleos civiles de las pensiones de empleador

			Esta sección presenta datos sobre la prevalencia a nivel global de las pensiones de empleador, que son voluntarias en el sentido de que el empleador puede no crearlas, mientras que el trabajador puede elegir empleadores que no las hayan creado. Muchos países de la OCDE mantienen porciones relevantes del empleo civil participando en estos esquemas. La sección también muestra que en Chile su presencia disminuyó a niveles ínfimos durante las décadas de 1940 y 1950, contrariamente a lo ocurrido en México y Brasil, donde siguen vigentes, y en varios países avanzados, donde proliferaron.

			1. Pensiones de empleador para civiles en el mundo

			Según los datos reunidos en el cuadro 2.1, en 2019 hubo 235 millones de trabajadores civiles participando en pensiones de empleador, considerando solo los 15 países OCDE donde tienen mayor prevalencia. Esta cifra suma los sectores privado y público-civil, excluyendo al empleo militar. La ausencia de información para India, China, Taiwán, Singapur y Hong-Kong, entre otros países, unida a la información del cuadro 2.2, sugiere que el total de partícipes en estos esquemas a nivel global sería aún mayor.

			Cualquiera sea el objetivo de un sistema de pensiones —sean de empleador u otras— existen muchos diseños posibles. Las cifras del cuadro 2.1 suman casos donde la pensión tiene un diseño de “beneficio definido”, con otros donde este es de “contribución definida”. La distinción es importante porque el primero de esos diseños está casi siempre asociado con un mayor grado de diferimiento de la remuneración, aunque esto no es una estricta necesidad lógica porque dichos diseños se refieren esencialmente a la forma de asignar los riesgos financieros agregados del plan de pensiones. El apéndice 2.1 contiene un glosario de los términos usados para describir los diseños y las principales opciones mencionadas.


		
			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 2.1

						
					

					
							
							Número trabajadores en pensiones civiles de empleador, OCDE(a) (suma partícipes en pensiones de “contribución definida” y “beneficio definido”)

						
					

					
							
							País

						
							
							Trabajadores civiles en sistemas de pensiones de empleador  (millones de personas)

						
							
							Prevalencia de trabajadores civiles con pensiones de empleador 

							(% de población de 15 a 64 años)

						
					

					
							
							EE.UU.

						
							
							93,2

						
							
							43,6%

						
					

					
							
							Japón

						
							
							38,1

						
							
							50,5%

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							30,7

						
							
							57,0%

						
					

					
							
							Reino Unido

						
							
							21,2

						
							
							50,1%

						
					

					
							
							Francia

						
							
							10,5

						
							
							25,2%

						
					

					
							
							Holanda(b)

						
							
							9,9

						
							
							88,0%

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							6,5

						
							
							26,4%

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							5,7

						
							
							90,0%

						
					

					
							
							Suiza(b)

						
							
							4,2

						
							
							73,6%

						
					

					
							
							Italia

						
							
							3,9

						
							
							10,1%

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							3,7

						
							
							50,6%

						
					

					
							
							Finlandia(b)

						
							
							3,2

						
							
							93,0%

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							2,3

						
							
							63,4%

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							1,2

						
							
							38,3%

						
					

					
							
							Austria

						
							
							0,85

						
							
							14,4%

						
					

					
							
					

					
							
							Total

						
							
							235,3

						
							
							43,8%

						
					

					
							
							Notas: (a) Solo países OCDE donde al menos el 10% de la población de 15 a 64 años participa en un plan de pensiones de empleadores civiles; solo datos del último año disponible en cada país. (b) En Finlandia, Holanda y Suiza, el Estado obliga a los empleadores a participar en un plan “ocupacional” (ver definición en Apéndice 2.2). Fuentes: OCDE y otros.40

						
					

				
			

		



			La siguiente evidencia para empleadores privados de los Estados Unidos acredita esta asociación entre el diseño de beneficio definido y un mayor grado de diferimiento de la remuneración:

			a)En planes de beneficio definido: la moda de las exigencias referida a la permanencia y la edad mínima solicitadas para otorgar pensiones en caso de desvinculación (vesting requirements, en inglés)41, fue de 10 años de servicio y 55 de edad. Sin embargo, el rango de esta exigencia iba desde un requisito combinado de 5 años de servicio con 55 de edad, hasta 30 años de servicio continuo en ese empleador (Mitchell y Dykes, 2003, Tabla 2 en p. 119).

			b)En planes de contribución definida (tipo “401-k”): se observó apropiación inmediata de toda la cotización en un tercio de los planes de pensión de empleador, que no exigían años de servicio y no ponían restricciones de edad (immediate vesting). Respecto a los otros dos tercios de empleadores, la mayoría de los planes de pensiones de este grupo exigía que el trabajador cumpliera 5 años de servicio (Mitchell y Dykes, 2003, p. 126).

			Esta evidencia también revela que la magnitud del diferimiento de la remuneración varía significativamente entre empleadores privados, además de variar en el tiempo.

			Si bien no hay estadísticas globales completas sobre el número de pensiones de empleadores civiles que usan el diseño de beneficio definido, el cuadro 2.2 da algunos antecedentes de cuán importantes y significativas son a nivel global.

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 2.2

						
					

					
							
							Pensiones de empleador de beneficio definido (sector civil, países seleccionados)

						
					

					
							
							País

						
							
							Número de trabajadores activos que acumulan pensiones de beneficio definido (sector público y privado, 2017-2019) (millones)

						
							
							Ubicación casa matriz

						
							
							Número de empleadores privados cuyas acciones se transan en bolsa, que informan pensiones de beneficio definido, 2002-2009

						
					

					
							
							EE.UU.

						
							
							35,0

						
							
							EE.UU.

						
							
							4.899

						
					

					
							
							Japón

						
							
							10,0

						
							
							Japón

						
							
							3.601

						
					

					
							
							Reino Unido

						
							
							7,4

						
							
							Reino Unido

						
							
							1.543

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							5,6

						
							
							Australia

						
							
							1.318

						
					

					
							
							Holanda

						
							
							5,8

						
							
							Canadá

						
							
							1.195

						
					

					
							
							 

						
							
							 

						
							
							Corea del Sur

						
							
							986

						
					

					
							
							 

						
							
							 

						
							
							Alemania

						
							
							691

						
					

					
							
							 

						
							
							 

						
							
							Francia

						
							
							672

						
					

					
							
							 

						
							
							 

						
							
							Taiwán

						
							
							1.396

						
					

					
							
							 

						
							
							 

						
							
							India

						
							
							1.236

						
					

					
							
							 

						
							
							 

						
							
							China

						
							
							1.249

						
					

					
							
							 

						
							
							 

						
							
							Otros

						
							
							6.810

						
					

					
							
					

					
							
							Total

						
							
							64,0

						
							
							 

						
							
							25.596

						
					

					
							
							Fuentes: Columnas de la izquierda: (i) EE.UU. 2017: Private Pension Plan Bulletin Historical Tables and Graphs 1975-2017, Employee Benefits Security Administration, U.S. Dept. of Labor; (ii) Japón: http://www.nomurafoundation.or.jp/en/wordpress/wp-content/uploads/2019/03/NJACM3-2SP19-02.pdf; (iii) Reino Unido: igual que el Cuadro 2.1; (iv) los demás países:  https://www.eiopa.europa.eu/tools-and-data/occupational-pensions-statistics_en; Columnas de la derecha: Bartram (2016), Tabla 1.

						
					

				
			

			Faltan muchos otros países en el cuadro 2.2 porque aún no existe una fuente centralizada de datos globales con este fin. En cualquier caso, se trata de números muy importantes de trabajadores civiles. En todos ellos, el grado de diferimiento de la remuneración es mayor que en las pensiones de empleador con diseño de contribución definida.

			La columna de la derecha del cuadro 2.2 revela algo más: la enorme cifra de 25.600 empleadores privados con fines de lucro, cuyas acciones se transan en bolsa, que patrocinan pensiones de empleador de beneficio definido para sus trabajadores. Bartram (2016) también informa que 32% de estas empresas privadas tiene sede en países en desarrollo.

			¿Qué parte de los empleados civiles contabilizados en la columna izquierda del Cuadro 2.2 son funcionarios públicos? En el caso de Estados Unidos, en 2019 hubo 2,7 millones de empleados federales civiles participando en un sistema de pensiones de empleador de beneficio definido, más 12,9 millones en 296 sistemas de este tipo de nivel estadual y otros 1,8 millones de trabajadores en 5.036 sistemas similares de nivel municipal o local.42 Ellos suman 17,4 millones de empleados públicos. Esto permite deducir que los otros 17,6 millones mencionados en el cuadro 2.2 para Estados Unidos son trabajadores de empresas privadas.43

			Estos antecedentes establecen que la prevalencia global de las remuneraciones diferidas en empleadores civiles, tanto públicos como privados, en la forma de pensiones, es sustancial en el mundo. La pensión de empleador no es una exclusividad militar, sin perjuicio de diferencias.

			2. Un caso anómalo: el fin de las pensiones de empleador civil en Chile

			En el capítulo 1, los acápites históricos mencionaron que, desde fines del siglo XIX, hubo un movimiento general en el sector privado civil de los países avanzados hacia la creación de remuneraciones diferidas, incluyendo pensiones de empleador. Se citaron ejemplos de 1841 en el Reino Unido, de la década de 1850 en Francia, un caso de 1875 en los Estados Unidos y otro de 1722 en Japón. A inicios del siglo XX surgen pensiones de empleador en distintos países de América Latina, especialmente en México y Brasil. 

			En Brasil, en 2021, hubo 2.283 empleadores civiles no estatales que patrocinaban pensiones de empleador (patrocinadores de Previdencia Complementar Fechada, sea en grupos de empleadores o individualmente), con 2,8 millones de afiliados activos (no pensionados), que representan el 3,1% de los ocupados.44 No contamos con datos sobre pensiones de empleador en los 26 estados y 5.568 municipios de Brasil. En México, en 2021, los empleadores privados con pensiones fueron 2.145 y cubrieron casi 1,6 millones de trabajadores, un 2,9% del total nacional de ocupados.45 De entre ellos, los que tienen modalidad de beneficio definido fueron 1.033 al cierre de 2021 y su número aumentó en los últimos seis años. Además, una parte de los empleados civiles de los 31 gobiernos estaduales, de los 2.450 municipios mexicanos y de los empleados de empresas estatales muy grandes como PEMEX y CFE cuentan con pensiones de empleador.46 

			Esta sección documenta la prevalencia de las pensiones de empleador en Chile, que estuvo en 2% del empleo en 1936, una cifra no muy alejada del 5% observado en Francia a principios del siglo XX (Feller 2005). También muestra que su uso disminuyó a niveles ínfimos durante las décadas de 1940 y 1950 hasta casi desaparecer, situación que no ocurrió en Brasil ni México. En esta evolución probablemente intervinieron varias fuerzas. En todo caso, desde hace más de 50 años su prevalencia en el empleo privado chileno es casi cero. Independiente de sus causas, esta evolución anómala ha contribuido a agudizar en Chile el desconocimiento general sobre la lógica de las pensiones de empleador.

			En el caso chileno, los nombres de nueve cajas de previsión del sistema antiguo de pensiones revelan que fueron creadas por empleadores privados, de modo voluntario, como muestra el cuadro 2.3. También muestra que algunas entidades públicas civiles crearon pensiones de empleador en las décadas anteriores a la creación de las primeras pensiones chilenas de seguridad social para la vejez, en 1924.

			No son pensiones de empleador aquellas otorgadas por instituciones creadas para administrar las políticas públicas de pensiones de vejez. En Chile, esas instituciones fueron la Caja del Seguro Obrero47, la Caja de Empleados Particulares (EMPART) y la Caja Nacional de Empleados Públicos (CANAEMPU), todas creadas desde 1924 en adelante y no están en el cuadro 2.3.

			Al igual que en otros países, las pensiones de empleador existieron solo en segmentos minoritarios del mercado laboral. Por ejemplo, el número de trabajadores que cotizaba (“imponentes”) en el conjunto de las cajas de empleadores privados fue apenas 6.412 en 1936. En las cajas de empleados públicos civiles del sector público el número de trabajadores fue algo mayor, pues llegó a 7.189 si se excluye a Ferrocarriles del Estado. La Caja de Retiro y Previsión Social de esta última empresa, creada en 1918, tenía 17.502 imponentes (Bustos, julio 1936, p. 37 a 40).48 El conjunto de estos planes de pensión de empleador civil afiliaba a 31.103 personas, mientras que los ocupados totales eran 1.586.000 en 1936,49 por lo que estos planes cubrían casi 2% del total en ese año. 

			¿Cuántas personas habrían participado en 2019 en pensiones de empleadores civiles si en Chile se hubiera conservado la proporción de 1936? La proporción entrega una cifra de 177 mil ocupados afiliados a pensiones de empleador civil, un número cien veces mayor al observado actualmente.50 



		
			
				
					
				
				
					
							
							Cuadro 2.3

						
					

					
							
							Pensiones civiles de empleador en Chile, antes de las pensiones de seguridad social 

						
					

					
							
							Empleadores del sector privado

						
					

					
							
							Caja CCU, Compañía de Cervecerías Unidas, creada en 1902 por fusión de empresas más antiguas.

							Caja Compañía de Consumidores de Gas de Santiago (distribuidora de gas de ciudad y de gas licuado).

							Caja del Salitre (reunió a empleados de las compañías salitreras antes de 1924. Ellas fueron privadas hasta la creación en 1930 de la COSACH, la empresa estatal antecesora de Soquimich).

							Caja Carozzinos (empleados de Carozzi, productora de alimentos fundada en 1898).

							Cajas de Previsión de la Hípica Nacional: se trata de ocho sistemas diferentes, para empleados de hipódromos privados ubicados en distintas ciudades.

							Caja Gildemeister y Cía. (casa comercial fundada por alemanes en Iquique antes de la Guerra del Pacífico). 

							Caja Hochschild y Cía. Ltda. (casa comercial creada por M. Hochschild en Antofagasta antes de la Guerra del Pacífico).

							Caja de Previsión de la Marina Mercante Nacional (incluyendo sección tripulantes, TRIOMAR). Esta Caja resultó de la fusión de varias otras, entre ellas la Caja de Previsión de los Empleados de la Compañía Sudamericana de Vapores, fundada antes de 1924.

							Caja Bancaria de Pensiones. Ella resultó de la fusión en 1946 de cajas bancarias más antiguas, entre ellas la Caja de Previsión y Estímulo del Banco de Chile, creada antes de 1926, la Caja del Banco Francés e Italiano para la América del Sud, la Caja de Retiro y Ahorros de los Empleados del Banco Hipotecario de Chile, la Caja del Banco Alemán Transatlántico, la Caja del Banco de Talca y otras cajas bancarias más.

						
					

					
							
							Empleadores del sector público-civil

						
					

					
							
							Caja de Previsión de la Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias, sucesora de la Empresa de Agua Potable de Santiago, entidad fundada en 1861.

							Caja de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, creada por ley en 1918.

							Caja de Previsión y Estímulo de los Empleados del Banco del Estado de Chile, cuyas empresas antecedentes se inician en 1852 el crearse la Caja Hipotecaria. Las cajas de previsión de las empresas antecedentes se fusionaron por D.S. de 1932.

							Caja de Previsión de los Empleados Municipales de Valparaíso, creada por D.S. de 1919.

							Caja de Previsión de los Empleados Municipales de Santiago.

							Caja de Previsión y Ahorros de los Jornaleros Municipales de Santiago (ver detalles en Bustos, 1936).

						
					

					
							
							Notas: Se excluyó de esta lista a la Caja de Asistencia, Previsión y Bienestar Social de las Policías de Chile, creada por ley del 14 de febrero de 1906, por ser esta entidad cercana a lo militar. Fuentes: Bustos, (1936), e Instituto de Previsión Social (https://www.ips.gob.cl/servlet/internet/inicio/beneficios-y-pensiones/pensiones#paginate-1); Donoso, Carlos (2003) “El puerto de Iquique en tiempos de la administración peruana”, Historia v.36 Santiago agosto 2003, http://dx.doi.org/10.4067/S0717-71942003003600005); Miranda, E., 1962, p. 28-29).

						
					

				
			

		


			Desde 1924, las pensiones de empleador identificadas en el cuadro 2.3 fueron tratadas como sustitutivas de las recién creadas políticas públicas de pensiones de vejez e incompatibles con éstas. Desde 1982, las cajas de empleador no admitieron nuevos afiliados y la administración de las cotizaciones de afiliados antiguos, así como las prestaciones a sus pensionados fueron traspasadas al Instituto de Previsión Social (IPS, antes Instituto de Normalización Previsional, INP). En septiembre de 2019, el total de cotizantes dependientes a las cajas identificadas en el cuadro 2.3 fue solo 1.205, es decir un 0,014% de los ocupados de ese año.51

			Esta evidencia confirma que las pensiones de empleador para civiles fueron totalmente desplazadas en Chile por las políticas públicas de pensiones a partir de 1924 que crearon las cajas de seguridad social. Este comportamiento ha sido específico de este país, pues lo más frecuente es que ambos sistemas coexistan en el mercado laboral civil, como acreditan las cifras del cuadro 2.1, y las de Brasil y México. Además, muchos países experimentaron el movimiento opuesto en esas mismas décadas, aumentando la cobertura de sus pensiones de empleador, como en el caso de los Estados Unidos en las décadas de 1940 y 1950.52 Esto indica que el mercado laboral chileno para civiles presenta aspectos peculiares, poco frecuentes en una perspectiva comparada. No es el objetivo de este capítulo identificar las causas y mecanismos de esas diferencias, quedando el tema abierto a futuras investigaciones.53

			En 2008, una política pública chilena intentó resucitar las pensiones de empleador por medio de crear una figura legal para empleadores privados similar al sistema 401-k de los Estados Unidos: el Ahorro Previsional Voluntario Colectivo (APVC), con modificaciones a la ley de pensiones de seguridad social (D.L. 3.500) y de la ley de Impuesto a la Renta. Se trata de cuentas individuales que reciben aportes del empleador y del trabajador, donde el primero aporta cotizaciones cuyo traspaso al trabajador está condicionado a que este cumpla una permanencia mínima, definida previamente por cada empleador al crear su APVC. Por ley, la permanencia exigida no puede exceder 5 años. Hasta ahora este intento fracasó en atraer el interés de los grandes empleadores privados, pues en junio de 2020 solo había 1.436 afiliados con saldo positivo, es decir un 0,016% del empleo total de marzo 2020.54

			Así, las únicas pensiones de empleador abiertas a nuevos afiliados que existen en Chile en 2022 son las del personal de las Fuerzas Armadas, administradas por Capredena, y las del personal de Carabineros, Gendarmería y la Policía de Investigaciones, administradas por Dipreca. El número de imponentes en estas instituciones sumaba 1,8% del empleo total a diciembre de 2011.55

			Debido a esta historia, en el Chile actual la gran mayoría de los círculos informados no conoce cuán diferentes son los objetivos e instrumentos usados en las pensiones de empleador, respecto de los fines y herramientas utilizadas por las pensiones de vejez de políticas públicas. Esta situación difiere significativamente de la experiencia de la ciudadanía de los países avanzados de la OCDE, Brasil y México, donde estas pensiones siguen siendo importantes y entendidas. 

			Esta peculiaridad chilena crea una barrera comunicacional mayor que en otros países para que los líderes de opinión, la élite política, los medios de comunicación y la ciudadanía evalúen correctamente las únicas pensiones de empleador que subsisten en Chile desde 1924, que son las de militares, policías y gendarmes.

			II. Retención eficiente de colaboradores recién capacitados

			Esta sección presenta una introducción al análisis económico de las pensiones de empleador. ¿En qué casos el control de la permanencia (retención), de la oportunidad de la separación laboral y de la atracción de candidatos podrían elevar la productividad laboral, en comparación a una relación más sencilla donde la remuneración es inmediata y cuyas virtudes son la flexibilidad y la simplicidad?

			Los casos más importantes se relacionan con empleos donde la permanencia promueve la capacitación y por ende la productividad del trabajador, definida como el valor aportado por el funcionario a los fines del empleador, incluyendo los objetivos “no monetarios”. El incremento en productividad laboral puede ocurrir por aprendizaje natural acumulado al trabajar en la organización o por una capacitación más formal. 

			Una permanencia mayor es deseable para el empleador cuando eleva la productividad laboral. La literatura económica corrobora la racionalidad de esta motivación y ha respaldado con evidencia empírica su eficacia en elevar la productividad en actividades específicas.

			Un empleador cuenta con múltiples instrumentos para premiar la continuidad de aquellos trabajadores que están en puestos donde su permanencia mejora la productividad de la organización. Uno de esos instrumentos es el desarrollo de carrera. Otro son las remuneraciones diferidas y contingentes a la permanencia, que pueden dar forma a la llamada “pensión de empleador” (ver definiciones en el glosario, en el apéndice 2.1).

			Una diferencia clave entre este esquema y las pensiones de vejez contributivas es que estas últimas son obligatorias para las partes de la relación laboral, en cambio, las pensiones de empleador son voluntarias, por dos razones:

			a)Cada trabajador es libre de laborar con empleadores alternativos donde el 100% de la remuneración es inmediata. Esta libertad es un derecho importante para todos, pues hay circunstancias donde aquello es racional y ético. Por ejemplo, un trabajador comprometido a ayudar ahora a un familiar necesitado es racional al rechazar diferir partes grandes de su remuneración, prefiriendo maximizar la parte pagada de inmediato.

			b)Cada empleador es libre de pagar el 100% de las remuneraciones en forma inmediata, aunque esta voluntariedad puede estar restringida por una negociación colectiva. Esta libertad es un derecho importante para los emprendedores, pues la continuidad solo es más valiosa que la flexibilidad en ciertos empleos, con los atributos específicos que se han indicado. En otros, el empleador estima que la flexibilidad laboral es más valiosa que la permanencia.

			¿Cuándo es un problema para el empleador la renuncia temprana?

			En general, la rotación laboral genera costos para cualquier empleador, empezando por el tiempo que se deberá invertir en la búsqueda de candidatos para llenar una posición y continuando con los costos de incorporar al nuevo colaborador al equipo de trabajo y seguir operando mientras se espera el reemplazo.
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